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radas «a participar en, cuantos, concursos se convoquen
para cubrir plazas de su área de conocimiento. perdiendo
la adscripción provisional caso de no hacerlo». Esos con­
cursos son. claro está. los regulados $I'l IDI! arts. 35 y
siguientes de la L.R.U. que cabe dividir en dos clases:
aquellos que tienen por objeto el acceso a uno de los
Cuerpos funcionariales que integran. de acuerdo con el
art. 33.1. L.R.y.• el profesorado universitario (arts. 35
a 38 L.R.U.) y aquéllos de méritos llntre Profesores del
Cuerpo a que corresponda la vacante. Debe señalarse.
en fin. que estos concursos serán de méritos y no de
acceso cuando, asl lo acuerde la Junta de ,Gobierno de
cada Universidad «en atención a las necesidades docen­
tes e investigadoras y previo informe del Departamento
y Centro, correspondiente» (art. 39.3 L.R.U.).

" -, - ".

4. De toclo ello se infiere que el régimen de reingreso
de los profesores universitarios excedentes se efa~úa

a través de un ~istema de concursos. método que no
es sustancialmente distinto al previsto para el, reingreso
Q.e los funcionariosdllla Administración del Estado que.
en'general, también han departiQipar en dicha clase
de concursos (arta. ~ y concordames del Reglamento
General de Prollisión $l. P.uelltos de Trabajo y Promoción
Profesional de los Funcionarios, Civiles del Estado. apro­
bado por el Real Decreto 28/1990. de 15 de mayo).

La úniCa diferencie jUrrdica relevante consiste en la
repercusión, que, la, aután'omla universitaria y los fines
a los que ésta sirve. del:le tener. en tanto que derecho
fundamental cO!'lltituciollal!Tlente g'atantizado', ex
art. 27.10 C.E. (por todas STC 26/1gS7). no sólo en
el ¡¡ceeso o en los cOncUl'soll de traslado de profesorado
entre universidades. sino también. como ahora es el
caso. cuando sa trate' del reingreso de un Profesor exee­
dente por haber. éste solicitado Su pase a la situación
de servicio activo. ,

En tales circunstal'lOias y habida cuenta de la exis­
tencie de la autonomla universitaria (SSTC 55/1989 y
187/1991. entre otras muchas) no pu1lde considerarse
constitucionalmente IIleitó que el legislador haya esta­
blecido un sistenla de obneursos en 1lI que elexeedente
teng¡¡ que acréditar Su capacitación actual para el ejer­
cicio de la fUnCión que elltá Uamado a, desempeñar. como,
consecuencia de su ,reincorporaci6n a un ámbito tan
trascendente cómo lo es el del Saber, cientlfico y su
ens~anza.

Atendiendo a, esta situación singularizada. propia de
la institución universitaria y, de Su profesorado.' el Real
Decreto 898/1985. dé'30 de abril. establece un sistema
especial dereingreso.~r entero"acorde con lo previsto
en la l.R.U. a 1a que remite d,," ,forma expresa. No puede
ll0stene,rae asl. como prlltende'el recurrente. que a través
del mismo se opere una desleQatización. pues el sistema
de concurso previsto es' el 8lCp1;esamente regulad!) en
la ley ni. mucho menos. ca~apreciar que el art. 5.4
de la, citada di~posici6nrtl9lamentaria introduzca ele­
mento discriminatorio de cllWl alguna. ya ,que lIe limita
a regl.llar el reingreso en condiciones de, absoll.lta igual­
da(l para todos aql.l8l1os docentell I.lniversitarioll que 11$
encuentren en igual sitl.l8ción administrativa de exee­
denci;¡. CQl)forme al r.égimen legalmenteéStablecido.

Debe concluirse. pues. que las RMollJciones dictadas
al amparo del menciOnado precepto reglamentario no
fueron discriminatorias para el recurrenta ni contrarias
al principio .de iguald¡¡d expresamente reconocido para
los carQos funcionariales en el. arto .23.2 de la Cons-
titución. '

FALLO

8332 Sala Primera. Sentencia 8311994. de 14
de marzo de 1994. Recurso de amparo
5411992. Contra Sentencia de la Sala de lo
Social del TrlbunalS/lpiI;ior de ,Justicia ~e

. Cataluna y Auto .de aclaración dictados' en
recurso de suplicación en autos sobre recla­
ínación de cantidad. Vulneraci6n del derecho
a la tlitela judi6ial efectiva: derecho a los
recursos. '

La Sala Primera del TriQunalConstituéioOaJ. compues­
ta por don MiQUlll Rodrlg\lez-PiñfíÍ'oy Bravo-ferrer. Pre­
lIidente; don Fernilndo Gar'tíá-Món y ~nzález-Re~l,Iflral.
don' Carlos de la Vé{¡a BllÍlaylis; ,don Vicente, Glmeno
Sendra. don Rafael.dell/lendiz:ábal 'Allende y don Pedro
CruzVillalón. Magi$tradoll,hª pronunciado

EN NOMBRE DEL REY ,

la lIiguiente

SENTENCIA

En, 'el recwso" de amparo núm. 54/92. interpuesto
por «Galerras Preciados. S.A.». representada por el Pro­
curador de los Tribunales don Julio Antonlo Tinaquero
Herrero y 8llistida del Letrado don Bias Sandalia Rueda.
contra la Sentencia de la58la de \o Social del" Tribunal
Superior' de Justicia de ClitalDfla. de. 23 de mayo de
1991. YAuto dé aclaración de27 denoviembre de 1991.
dictadoll éI'I 1lI recurso de' supllceción nam. 106/90. en
autos sobre réClall'leCión de cantidad. Han comparecido
don Matras Benages Villamandos.'rllpresentado por la
ProcuradOra 'doña Ró'Sina'Mbntes,Agustr asistido del
Letrado d!)n 8l'aIJIio dé Francisco G6mez.V el Ministerio
Fiscal, Ha lIido Ponente el Presidente don MiguelRodrl­
guez..p¡ñero y 8l'av&Ferrer. quien', expresa el parecer de
la Sala,

1. Antecedentes

1. Por eSCrito presentadO en el Registro General de
este Tribunal con fecha 10 de enero de 1992. el Pro­
curador de los Tribunalllll doi't.Antonio Tmaquero Herre­
ro,' en nombre y reprasentacii5nde «<¡¡alerlas Precia­
dos. S.A.». interpuso reCI.lr8O",de amparo contra la Sen­
tencia del Tribunal Sl.lperiorde ".1ulltICfa da Cataluña. de
fecha 23 de mayo de 'J 99'1. que deélaraba inadmisible
un recurSo de suplicación 'en autos sobre reclamación
de 'cantidad. . .
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2. El recurso se fundamentaba en los siguientes
hechos:

a) En autos promovidos por un trabajador de la
empresa «Galerías Preciados, S.A.», hoy recurrente en
amparo, sobre reclamación de cantidad, el Juzgado de
lo Social núm. 15 de Barcelona dictó Sentencia en la
que se reconobfa el derecho del demandante a percibir
la cantidad de 194.391 pesetas; por diferencias sala­
riales, así como la cantidad mensual de 50.886 pesetas
por incentivo personal de ventas, condenando a la ahora
solicitante de amparo a estar y a pasar por esta
dE¡c1aración..

b) Interpuesto recurso de suplicación por la parte
demandada. la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña declaró, mediante la Sentencia
impugnada en amparo, inadmisible el recurso interpues­
to, por considerar que la segunda petición encerraba
una clara condena de futuro que «no tiene cabida en
el ámbito de la legislación labora!>., lo que haría imposible
su estimación y por ende su examen por la vía de recurso.
Como la controversia quedaría así reducida a la recla­
mación de la suma 194.391 pesetas, estimaba el Tri­
bunal que la cuantía litigiosa no alcanzaba la cifra mínima
de 300.000 pesetas, que daterminaba elarto 153 an
ralación con el arto 178 de la Ley de Procedimiento Lablr
ral (1980) para recurrir en suplicación.

3. La demanda fundamenta su solicitud de amparo
en la vulneración del arto 24.1 de la Constitución. Alega
que se ha producido una incongruencia en el fallo, al
no resolver sobre la Sentencia de instancia objeto de
la litis, declarando lainadmisibilidad del recurso de supli­
cación. Alega que si la petición del incentivo personal
de ventas, que, en efecto, encierra una condena de futu­
ro, porque se produce mes a· mes, es el. motivo de la
inadmisión del recurso, debió ser declarada nula por la
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
Al no hacerlo así, incurre el órgano judicial en incon­
gruencia ultra petita, pues concede más de lo que legal­
mente puede otorgar. Por todo ello, solicita que se anule
el pronunciamiento impugnado y se devuelvan las actua­
ciones al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, para
que con admisión del recurso de suplicación, planteado
en su dla, dicte una nueva resolución de acuerdo a dere­
cho. Mediante otrosl· solicita la suspensión de la· eje­
cución de la Sentencia impugnada.

4. Por providencia de fecha 30 de marzo de 1992,
la Sección Primera acordó tener por interpuesto el recur­
so, concediéndose plazo común a la parte y al Ministerio
Fiscal para que alegesen lo que considerasen procedente
acerca de la posible concurrencia de la causa de inad­
misión prevista en el arto 50.1 c)LOTC, de carecer la
demanda manifiestamente de contenido constitucional.
En la misma resolución se acuerda ·postergar la decisión
sobre la eventual suspensión de la ejecución de la con­
dena hasta que se resolviera sobre la admisión a trámite
de la demanda.

5. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal con fecha 23 de mayo de 1991, el Minis­
terio Fiscal realizó sus alegaciones solicitando la admi­
sión a trámite de la demanda, dado que, a su juicio,
ésta no careda manifiestamente de contenido consti­
tucional. Consideraba el Ministerio Público que la reslr
lución impugnada adoleda de falta. de coherencia inter­
na, que pudiera entrañar falta de motivación o errónea
interpretación de la legalidad aplicable, con el resultado
de la inadmisión del recurso en su momento interpuesto,
con lo que se hubiera podido desconocer el derecho
a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 C.E.

La representación de la recurrente, por su parte, eva­
cuó el trámite mediante escrito registrado con fecha 15
de abril de 1992, en el que, sustancialmente, reproduda
las alegaciones efectuadas en la demanda.

6. Mediante providencia de fecha 25 de mayo de
1992, la Sección Primera acordó admitir a trámite el
recurso, requiriendo a los Tribunales de procedencia para
que remitiesen testimonio de los autos y emplazasen
a todos cuantos hubieran sido parte en el procedimiento,
para que compareciesen ante el Tribunal en el plazo
de diez días.

7. Por escrito registrado el 29 de junio de 1992,
la representación de don Matías Benages Villamandos,
trabajador demandante en la instancia. se personó én
el procedimiento, efectuando alegaciones en sentido
contrario a la estimación de la demanda de amparo por
las siguientes razones: a) ser el recurso extemporáneo
por no haberse interpuesto recurso de casación para
unificación de doctrina, siendo así que, como consta en
la Sentencia impugnada, ese era el recurso procedente;
b) en cUlIntoal fondo, no considera que se haya infringido
el arto 24.1C.E., dado que la parte recurrente en amparo
no ha matizado, afirma, los extremos de la resolución
impugnada que puedan vulnerar el citado precepto.

8. Mediante providencia de fecha 20 de julio de
1992, la Sección acordó tener por personadas a las par­
tes comparecidas, abriendo plazo común de veinte días
a éstas y al Ministerio Fiscal para que presentasen las
alegaciones que ·estimasen procedentes en Derecho.

9. La representación de «Galerías Preciados. S.A.»,
efectuó las suyas mediante escrito de fecha 7 de sep­
tiembre de 1992 en las que, nuevamente, se ratificaba
en las contenidas en la demanda de amparo.

10. Por su parte, el Ministerio Fiscal, por escrito
registrado con fecha 23 de septiembre de 1992, expresó
su parecer favorable a la concesión del amparo solici­
tado. A su juicio la Sentancia atacada en amparo incurre
en contradicción en sí misma y por consiguiente en una
falta de razonabilidad, al declarar que la petición de con­
dena de futuro no tiene cabida en la legislación laboral.
y abstenerse de conocer del recurso de suplicación por
tal motivo y confirmar la Sentencia impugnada que hace
tal pronunciamiento. Pbrque teniendo en cuenta que la
cuantía litigiosa, a los efectos de la admisibilidad de un
recurso de suplicación, en reclamaciones de cantidad.
se aprecia por la cantidad reclamada en conclusiones
(art. 178.2 L.P.L de 1980), esto es, AO sólo el pago
de las 194.391 pesetas, por el período 1 de noviembre
de 1988 a 28 de febrero de 1989 sino también el pago
para lo sucesivo de las 50.886 pesetas al mes -como
así concedió la Sentencia.de instancia-lo que significaba
que la cantidad total reclamada sobrepasaba claramente
las 300.000 pesetas fijadas en el arto 153 de la Ley
de Procedimiento Laboral para poder recurrir en supli­
cllción. En estas circunstancias, desconocer que la can­
tidad reclamada era esa tota.lidad de dinero, aunque par­
te fuera reclamación de futuro, y no entrar a conocer
el recurso por que no llega a la cuantía señalada como
mlnima porla Ley, no sólo es erróneo, sino que constituye
una interpretación contraria a la efectividad dE¡1 derecho
de acceso a los recursos y coloca a.la parte en inde­
fensión dada la falta de razonabilic1ad de la resolución
impugnllda en amparo.

11. Por providencia de 10 de marzo 'de 1994 se
acordó señalar para deliberación y votación de esta Sen­
tencia el día 14 siguiente.
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11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia. de fecha 23 de mayo de 1991. dictada
por el Tribunal· Superior de Justicia de Cataluña. en la
que se declaraba inadmisible el recurso de suplicación
interpuesto por la hoy demandante de amparo. en aten­
ción a que no procedía integrar en el cómputo de la
cuantía litigiosa las cantidades correspondientes a una
condena de futuro. a la que. en parte. se contraía el
fallo de la resolución de instancia. Y. en consecuencia.
se declaraba la firmeza de la resolución recurrida.

Antes de pasar a analizar la cuestión planteada. pro­
cede examinar la objeción formal opuesta por la parte
demandante en la instancia. que. de apreciarse, forzaría
en este momento procesal a desestimar el recurso. La
parte recurrida, considera inadmisible el recurso por no
haberse agotado la vía judicial previa [arto 44.1 a) LOTe].
al no haberse intentado el recurso de casación por uni­
ficación de doctrina. Esta argumentación. sin embargo.
desconoce el carácter extraordinario de este recurso,
que sólo procede cuando hayan recaído resoluciones
contradictorias sobre pretensiones sustancialmente igua­
les; presupuestos imprescindibles éstos, que no ha pro­
bado que concurrieran en el caso la parte que se ha
limitado a alegar el defecto, sin mayores argumentos
al respecto. Por esta razón. de invocación de la existencia
de un recurso cuya procedencia no acredita. debe deses­
timarse la objeción formal y entrarse a conocer del fondo
del asunto.

2. Estima la parte recurrente en amparo que la reso­
lución impugnada viene afectada por una incongruencia
con relevancia constitucional. pero es obvio que esta
alegación no puede mantenerse. La incongruencia. como
vicio procesal. requiere la existencia clara e indubitada
de un desajuste entre la pretensión ejercitada por la
parte y los términos en que está concebida la parte dis­
positiva de la Sentencia. Siendo esto así. no puede cali­
ficarse de incongruente a una resolución que inadmite
el recurso interpuesto. por estimar que no cumple un
presupuesto procesal inexcusable de conformidad con
la legalidad vigente, cual es el de la cuantía mínima
del objeto litigioso 'cuyo conocimiento se somete a la
consideración del Tribunal superior (art. 153 de la Ley

• . de Procedimiento Laboral de 1980. entonces vigente).
cuya concurrencia, clave para la admisión del recurso,
incumbe comprobarla al Tribunal ad quem Incluso de
oficio (ATC 1329/1988).

3. Distinta es la valoración que ha de hacerse, en
cambio. sobre las restantes infracciones del arto 24.1
C.E. que se han puesto de manifiesto en,este caso. Como
con acierto observa el Ministerio Fiscal. el derecho al
recurso legalmente reconocido. en materia laboral. pue­
de integrar también el contenido del derecho a la tutela
judicial afectiva. en los términos en que este Tribunal
se ha venido pronunciando con reiteración (por todas.
STC 68/1988). .
. Claro es que la consagración de este derecho no lleva
aparejada la obligada admisión de todo recurso que
desee interponerse contra una determinada resolución.
Como derecho de configuración legal. el derecho cons­
titucional al recurso puede verse satisfecho desde el
momento en que se obtiene una resolución meramente
procesal. incluso de inadmisión, si existe un enlace direc­
to entre la ley aplicable y la decisión del órgano judicial,
fuera del cual, la resolución que inadmite el recurso
adquiere relevancia autónoma como obstáculo al acceso
a una vía judicial que, de otro modo, hubiera debido
quedar abierta. Y en la sola comprobación de este vínculo
entre la resolución judicial y la legalidad que resulta de

aplicación se ha de agotar el análisis de la interpretación
dada a la norma.

4. En el presente caso. la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia considera inadmisible el recur­
so de suplicación porque la cantidad objeto de condena
en la instancia no alcanzaba la cifra mínima que per­
mitiría el acceso al recurso en los términos legalmente
establecidos. Sin embargo. para llegar a esta conclusión.
el Tribunal a qua procedió a descontar del importe de
la condena las cantidades que hubieran debido abonár­
sele al trabajador por complemento de productividad.
que se consideraban inherentes a una condena de futuro,
y por tanto inadmisibles en el ámbito del proceso laboral.

En principio. habría que desechar una afirmación que
rechaza, sin más. la aptitud del proceso de trabajo para
conocer y satisfacer pretensiones que conlleven la even­
tual condena al pago de prestaciones que han de deven­
garse en el futuro. Tal afirmación no es constitucional­
mente aceptable. si no se matiza atendiendo a los carac­
teres de la pretensión y a su aptitud para adecuarse
a las exigencias de liquidez propias de la Sentencia en
el ámbito laboral (STC 194/1993).

Pero, es lo cierto que, en este caso. ni siquiera es
preciso plantearse este problema. La sola lectura de la
resolución impugnada muestra hasta qué punto resulta
determinante en ella, no la aplicación estricta de la nor­
mativa referida a la cuantificación del objeto del recurso.
sino el control anticipado del acierto de fondo de la Sen­
tencia de instancia, que se estima improcedente por
incluir una condena de futuro. Es claro que un control
de esta naturaleza no es propio del momento de admi­
sión del recurso, sino que, en todo caso, y por la propia
dinámica del sistema de doble grado de jurisdicción,
debería residenciarse en un momento posterior, una vez
admitido aquél. Una anomalía de esta índole adquiere
relevancia constitucional si se tiene en cuenta que la
Sala ha deducido de este análisis extemporáneo de la
regularidad de la Sentencia impugnada unos resultados
(descontar de la cuantía litigiosa esta parte de los pro­
nunciamientos de condena) que no estaban legalmente
previstos. y menos con el efecto obstativo del re~urso

que se le ha añadido (por no alcanzarse la cuantla liti­
giosa mínima para acceder a suplicación después de
esta operación de resta), que la propia norma descartaba,
ya que la ley procesal laboral vigente obligaba a efectuar
este cómputo sobre las cantidades reclamadas en con­
clusiones (art. 178.2 L.P.L. de 1980).

Todo ello conduce a considerar que la referida reso­
lución, al obstaculizar de modo arbitrario. por no ampa­
rado en una causa legalmente establecida. el acceso
al recurso de suplicación, ha vulnerado lo dispuesto en
el arto 24.1 C.E., debiendo por tanto estimarse este moti­
vo del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONfiERE LA CONSTITUCIóN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y. en su virtud:

1.0 Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial afectiva.

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
delo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
de 23 de mayo de 1991, para que por la Sala se dicte
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resolución en la que 'no se inadmita el recurso por la
causa indicada en dicha Sentencia.

PubHquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del
Estado». . ,

Dada en Madrid. a catorce de marzo de mil, nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garcfa-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 84/1994. de 14
de marzo de 1994. Recurso. de amparo
377/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Murcia que desestimó
recurso promovido por el cauce de la Ley
62/1978 contra Acuerdo de contratación
como personar laboral. Extemporaneidad de
la demanda de amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
Sidente; don Fernando García-Mon y González Reguera1.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 377/92. interpuesto
por doña María Dolores Alonso Riaño. representada por
la Procuradora doña María Llanos COllado Camacho y
aSistida por el Let.rado don Antonio Cuadros Castaño.
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia.
de 11 de septiembre de 1991. que desestimó el recurso
promovido por el cauce de la Ley 62/1978 contra el
Acuerdo de contratación como personal laboral. Han sido
parte el Instituto Nacional de la Salud representado por
el Procurador señor Zulueta Cebrián. y el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Gar­
cía-Mon; quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 14 de febrero tuvo entrada en el Registro de
este Tribunal el escrito de doña Maria Llanos Collado
Camacho. Procuradora de los Tribunales. quien en nom­
bre y representación de Maria Alonso Riaño. interpone
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala de
lo C?':ltencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justlclade MurCia. de 11 de septiembre de 1991. que
desestimó el recurso contencioso promovido por la
demandante por el cauce de la Ley 62/1978 sobre soli­
citud de acceso a puesto de trabajo de logop.eda en
la Residencia Sanitaria Virgen de la Arrixaca. así como
contra el Auto que denegó la solicitud de aclaración
de la Sentencia de. 13 de diciembre de 1991. por estimar
vulnerados los derechos garantizados en los arts. 14
y 23.2 de la Constitución.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo son. en slntesis, los siguientes:

~) La recurrente venia desempeñando en calidad
de interina una plaza vacante de logopeda en el Hospital

Virgen de Arrixaca, de la Seguridad Social de Murcia,
cuando tuvo conocimiento de que se habra celebrado
un contrato laboral indefinido en favor de doña María
Almenzar Pérez. para ocupar dicha plaza mientras no
se cubriera con personal sujeto a vínculo estatutario.
Sin embargo. sostiene, tal contratación se efectuó sin
p'ublicidad ni concurso público, como exigen las normas
aplicables.

b) La demandante interpuso por esta causa deman­
da laboral contra el INSALUD, y por Sentencia del Juz­
gado de lo Social núm. 2 de Murcia fue desestimada
por entender que la cuestión planteada. relativa a la nuli­
dad de la contratación realizada. sin previo concurso.
era de naturaleza contencioso-administrativa.

c) Promovido recurso contencioso-administrativo, al
amparo de la Ley 62/1978, por infracción de los
arts. 14 y 23.2 C.E., la Sala de lo Contencioso-Admi­
·nistrativo del Tribunal Superior de Murcia lo desestimó
por Sentencia de 11 de septiembre de 1991. al con­
siderar que lo que se plantea es una cuestión de ·acceso
a la función pública profesional. que contempla el art.
103.3 C.E., pero no el arto 23.2. que se refiere solamente
a los cuerpos de representación política. por lo que el
procedimiento elegido era inadecuado.

d) Notificada la Sentencia el día 12 de septiembre
de 1991. se .interpuso por la actora «recurso de acla­
ración» contra el pronunciamiento relativo a la impo­
sición de costas y contra la firmeza de la Sentencia por
entender que frente a la misma procedla recurso de ape­
lación. Por Auto de 13 de diciembre de 1991, la Sala
desestimó dicho recurso.

3. En la demanda de amparo se alega que la Sen­
tencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia vulnera
el arto 24.1 por no haber entrado a conocer el fondo
del asunto por una causa obstativa improcedente. Se
aduce también la infracción del arto 14 C.E. por haberse
discriminado a la recurrente en el acceso a un puesto
de trabajo en,el sector público que. pese a ser de natu­
raleza laboral. debía haberse proveído mediante concur­
so, como dispone la Ley 30/1984. de Medidas de Refor­
ma de la Función Pública. Por último, se alega la infrac­
cIón del arto 23.2 que entiende aplicable. pues los pode­
res públicos no pueden contratar personal como cual­
quier particular, sino sujetándose a un procedimiento
selectivo. que constituye un acto separable y conforme
a las reglas de publicidad, libertad de concurrencia. méri­
to y capacidad. Termina solicitando la anulación de la
contratación laboral efectuada. para que la plaza a la
que se refiere sea cubierta mediante el preceptivo con­
curso de méritos.

4. Por providencia de 23 de marzo de 1992. la Sec­
ción Primera de este Tribunal acordó la admisión a trá­
mite de la demanda y tener por personado y parte a
la Procuradora señora Collado Camacho en nombre y
representación de la actora y, a tenor de lo dispuesto
en el arto 51 de la LOTC. requerir al Tribunal Superior
de Justicia de Murcia para que. en el plazo de diez días,
remitiera testimonio del recurso contencioso-administra­
tivo núm. 128/90, interesando al propio tiempo el empla­
zamiento de quienes fueron parte en el procedimiento.
a fin de que en el plazo de diez días pudieran comparecer
en este proceso constitucional.

5. Mediante escrito presentado ante el Registro de
este Tribunal el dfa 12 de mayo de 1992. el Procurador
de los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián, actuan­
do en nombre y representación del Instituto Nacional
de la Salud. solícitó que se le tuviera por personado
y que se le diera traslado de las actuaciones, a efectos


